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PRIMERA SALA UNITARIA. 

 EXP: 782/2020/1

RESOLUCIÓN DEFINITIVA. 

ACTORA: **********.**********
AUTORIDAD DEMANDADA:

DIRECCIÓN DE DESARROLLO URBANO Y CATASTRO MUNICIPAL DEL AYUNTAMIENTO DE MEXQUITIC DE CARMONA, SAN LUIS POTOSÍ.
MAGISTRADA:

LIC. MA. EUGENIA REYNA MASCORRO.

SECRETARIO DE ESTUDIO Y CUENTA:

LIC. ERICK BEN HUR HERNÁNDEZ GONZÁLEZ.
San Luis Potosí, S.L.P., a quince de marzo de dos mil veintiuno.  


V I S T O S para resolver en definitiva los autos del Juicio Contencioso Administrativo número 782/2020/1, y;
R E S U L T A N D O

I.- Por escrito presentado ante este Tribunal el seis de noviembre de dos mil veinte, compareció el C. **********, en su carácter de apoderado legal de **********, para demandar la nulidad de la resolución negativa ficta recaída a la solicitud presentada el **********, ante la Dirección de Desarrollo Urbano y Catastro Municipal del Ayuntamiento de Mexquitic de Carmona, San Luis Potosí.

II.- Por acuerdo de once de noviembre de dos mil veinte, se admitió a trámite la demanda, y se ordenó correr traslado a la autoridad demandada emplazándola para que formulara su contestación dentro del término de diez días, y manifestara lo que a su derecho conviniera, apercibida que en caso de no hacerlo, se declararía por precluído el derecho correspondiente y se tendrían como ciertos los hechos que la parte actora le imputara, salvo que las pruebas rendidas o por hechos notorios resultaran desvirtuados. Asimismo, se le tuvo a la parte actora por ofreciendo las documentales a que se refiere en su demanda, reservándose su admisión para el momento de proveer sobre la admisión de la contestación.

III.- En proveído de veintidós de enero de dos mil veintiuno, se tuvo por precluído el derecho de la autoridad demandada para contestar la demanda. Asimismo, se fijaron las diez horas del dos de marzo del presente año, para que tuviera verificativo la Audiencia a que se refiere el artículo 246 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí.

IV.- En la fecha y hora anotadas, dio inicio la Audiencia de Ley en este juicio, sin la presencia de la parte actora ni sus autorizados y sin la asistencia de delegado alguno de las autoridades demandadas; en el desarrollo de la audiencia se dio cuenta de las constancias de autos; en la etapa de pruebas se tuvieron por desahogadas las pruebas dada su propia y especial naturaleza, que fueron ofrecidas en tiempo y forma por las partes, después se hizo constar que no quedaron pruebas pendientes de desahogo; en la etapa de alegatos se certificó que ninguna de las partes formuló alegatos, quedando así debidamente integrado el expediente en que se actúa. Finalmente, se citó para resolver.

C O N S I D E R A N D O

PRIMERO.- A la Primera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, corresponde conocer, substanciar y resolver los juicios de su competencia, en términos de los artículos 123 de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí; 1°, 2°, 7º, fracciones I y XIII, 9°, fracción III, 24 y 35 fracción VIII, de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, ya que se trata de una controversia suscitada entre un particular y autoridades municipales del Estado, donde se ejerce jurisdicción, al tratarse de una resolución negativa ficta recaída a la petición formulada por la hoy actora.
SEGUNDO.- La existencia de la resolución negativa ficta impugnada, como lo aduce la actora en la parte relativa de su escrito de demanda, se encuentra plenamente configurada de conformidad con lo dispuesto en los artículos 20 y 24, fracción IV, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí del tenor siguiente:

“ARTÍCULO 20. Salvo que en otra disposición legal o administrativa de carácter general se establezca otro plazo, no podrá exceder de tres meses el tiempo para que la dependencia o entidad resuelva lo que corresponda, a no ser que se decrete la caducidad prevista en el primer párrafo del artículo 194 de este Código. 

Transcurrido el plazo aplicable, se entenderán las resoluciones en sentido negativo a la petición del promovente, a menos que en otra disposición legal o administrativa de carácter general se prevea lo contrario. A petición del interesado se deberá expedir constancia de tal circunstancia, dentro de los dos días hábiles siguientes a la presentación de la solicitud respectiva, ante quien deba resolver.”

“Artículo 24.- El plazo para presentar la demanda ante el Tribunal será: 

…

IV. En el caso de negativa ficta en cualquier tiempo, en tanto no se notifique la resolución de forma expresa.”
Del artículo transcrito en primer orden, se colige que para que se configure la negativa ficta es necesario que exista una instancia o petición a la autoridad y que ésta no la resuelva en el término de tres meses. Transcurrido dicho plazo sin que se notifique la resolución se entenderá que la autoridad resolvió negativamente como presunción derivada de lo dispuesto en dicho precepto. 

De esta manera, dicho precepto consagra la figura jurídica denominada negativa ficta, cuya naturaleza se centra en estimar que el silencio de la autoridad ante una instancia o petición formulada por un gobernado, extendido durante un plazo no interrumpido de tres meses, genera la presunción legal de que la autoridad resolvió de manera negativa; es decir, en forma contraria a los intereses del peticionario, circunstancia que origina su derecho procesal a interponer los medios de defensa pertinentes en contra de esa negativa tácita, o bien, a esperar a que esa autoridad dicte la resolución respectiva.

Así las cosas, el juicio contencioso administrativo que se plantea en contra de dicha negativa ficta, se puede hacer valer en cualquier tiempo, siempre y cuando no se haya notificado la resolución expresa, pues una vez notificada ésta, ya no estaríamos frente a una resolución ficta.

En los folios de autos 029 y 030, obra el escrito presentado por la hoy actora ante la autoridad demandada el **********, mediante el cual solicitó que se le tuviera por reconocida la representación legal del C. ********** para actuar en su nombre, a efecto de que atendiera el diverso escrito presentado el ********** y, para ello exhibió la copia certificada del Instrumento Notarial Número **********, del Tomo **********, pasado ante la fe del Notario Público número ********** del Primer Distrito Judicial en el Estado, asimismo, se le informara “…por escrito todos y cada uno de los requisitos legales (…) debe atender a fin de que le sean autorizados dichos trabajos…”; el cual hace prueba plena en los términos de los artículos 72, fracción II del Código Procesal Administrativo para el Estado, 330 y 392, del Código de Procedimientos Civiles para el Estado de San Luis Potosí, de aplicación supletoria, dado que consigna el sello de recibido de dicha autoridad y que no fue objetado en su contenido y autenticidad; instancia que a la fecha de presentación de la demanda de nulidad que dio origen al juicio en que se actúa, el 06 de noviembre de 2020, no había sido resuelta; por lo que al haber transcurrido en exceso más de los tres meses a que se refiere el artículo 20 del Código Procesal Administrativo para el Estado, sin que la autoridad emitiera y notificara la resolución recaída a la petición formulada por la hoy actora, se encuentra plenamente configurada la resolución negativa ficta que se impugna.

Resulta aplicable, por analogía, la Jurisprudencia 2a./J. 164/2006, aprobada por la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, visible en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XXIV, Diciembre de 2006, Página 204, que dice:

“NEGATIVA FICTA. LA DEMANDA DE NULIDAD EN SU CONTRA PUEDE PRESENTARSE EN CUALQUIER TIEMPO POSTERIOR A SU CONFIGURACIÓN, MIENTRAS NO SE NOTIFIQUE AL ADMINISTRADO LA RESOLUCIÓN EXPRESA (LEY DE JUSTICIA ADMINISTRATIVA PARA EL ESTADO DE NUEVO LEÓN). Del artículo 46 de la ley mencionada se advierte que en el caso de la negativa ficta, el legislador sólo dispuso los derechos del administrado para demandar la nulidad de la denegada presunción al transcurrir cuarenta y cinco días después de presentada la petición, y de ampliar su demanda al contestar la autoridad administrativa; sin embargo, nada previno en dicho precepto ni en alguna otra disposición, respecto al plazo para impugnar la resolución negativa ficta una vez vencido el citado lapso. En tales condiciones, deben prevalecer en el caso los principios y los efectos que diversas legislaciones y la doctrina han precisado para que se materialice o configure la institución de mérito, a saber: 1) La existencia de una petición de los particulares a la Administración Pública; 2) La inactividad de la Administración; 3) El transcurso del plazo previsto en la ley de la materia; 4) La presunción de una resolución denegatoria; 5) La posibilidad de deducir el recurso o la pretensión procesal frente a la denegación presunta o negativa ficta; 6) La no exclusión del deber de resolver por parte de la Administración; y, 7) El derecho del peticionario de impugnar la resolución negativa ficta en cualquier tiempo posterior al vencimiento del plazo dispuesto en la ley para su configuración, mientras no se dicte el acto expreso, o bien esperar a que éste se dicte y se le notifique en términos de ley.”
En esa tesitura, en el presente caso al haber quedado plenamente configurada la negativa ficta impugnada, se actualiza la hipótesis de procedencia del juicio contencioso administrativo prevista en la fracción XIII del artículo 7°, de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, en relación con la fracción I del referido precepto legal.

TERCERO.- De acuerdo con lo que precisa el artículo 221 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, esta Sala Unitaria procede a analizar la personalidad y legitimación de los comparecientes en este juicio.

La personalidad de la parte actora se encuentra acreditada, toda vez que compareció el C. **********, en su carácter de apoderado legal de la C. **********, representación de acreditó con el Poder General para Pleitos y Cobranzas, Actos de Administración, Ejecución de Actos de Dominio, pero especial en cuanto a su objeto, registrado bajo el Instrumento Notarial Número **********, del Tomo **********, de la Notaria Pública número ********** del Primer Distrito Judicial en el Estado.
En cuanto al interés jurídico de la parte actora se encuentra plenamente acreditado, ya que el acto impugnado en el presente juicio lo constituye la resolución negativa ficta recaída a su petición formulada mediante el escrito presentado el **********, ante la Dirección de Desarrollo Urbano y Catastro Municipal del Ayuntamiento de Mexquitic de Carmona, San Luis Potosí, mediante el cual solicitó, entre otras cosas, que se le tuviera por reconocida la representación legal del C. ********** para actuar en su nombre, a efecto de que atendiera el diverso escrito presentado el **********. De lo que se sigue lo evidente del interés que asiste a la actora para combatir dicha resolución ficta en el presente juicio, ya que en la misma se resolvió de manera negativa una situación jurídica concreta en relación con su esfera de derechos, de ahí que resulta innegable que el compareciente cuenta con legitimación para demandar en el presente juicio.

Cabe aclarar, que mediante acuerdo de veintidós de enero de dos mil veintiuno, se tuvo por precluído el derecho de la autoridad demandada para contestar la demanda.
La documental antes referida hace prueba plena de conformidad con lo dispuesto por el artículo 72, fracción I del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí. 

CUARTO.- Los conceptos de impugnación que plantea la parte actora en su escrito inicial de demanda, se localizan a folios 04 al 09 del expediente en que se actúa, los que por economía procesal se tienen aquí por reproducidos. Resulta aplicable por analogía la tesis de Jurisprudencia 2a./J. 58/2010, emitida por la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación; cuyos datos de localización, rubro y contenido, se reproducen a continuación:

Localización: [J]; 9a. Época; 2a. Sala; S.J.F. y su Gaceta; Tomo XXXI, Mayo de 2010; Pág. 830. 2a./J. 58/2010. Registro No. 164 618

“CONCEPTOS DE VIOLACIÓN O AGRAVIOS. PARA CUMPLIR CON LOS PRINCIPIOS DE CONGRUENCIA Y EXHAUSTIVIDAD EN LAS SENTENCIAS DE AMPARO ES INNECESARIA SU TRANSCRIPCIÓN.- De los preceptos integrantes del capítulo X "De las sentencias", del título primero "Reglas generales", del libro primero "Del amparo en general", de la Ley de Amparo, no se advierte como obligación para el juzgador que transcriba los conceptos de violación o, en su caso, los agravios, para cumplir con los principios de congruencia y exhaustividad en las sentencias, pues tales principios se satisfacen cuando precisa los puntos sujetos a debate, derivados de la demanda de amparo o del escrito de expresión de agravios, los estudia y les da respuesta, la cual debe estar vinculada y corresponder a los planteamientos de legalidad o constitucionalidad efectivamente planteados en el pliego correspondiente, sin introducir aspectos distintos a los que conforman la Litis. Sin embargo, no existe prohibición para hacer tal transcripción, quedando al prudente arbitrio del juzgador realizarla o no, atendiendo a las características especiales del caso, sin demérito de que para satisfacer los principios de exhaustividad y congruencia se estudien los planteamientos de legalidad o inconstitucionalidad que efectivamente se hayan hecho valer.”

Asimismo, resulta aplicable por analogía la tesis de Jurisprudencia emitida por el Segundo Tribunal Colegiado del Sexto Circuito; Novena Época, Tomo VI, Común, Jurisprudencia TCC, Apéndice 2000, Página 414, que a la letra dice:

“CONCEPTOS DE VIOLACIÓN. EL JUEZ NO ESTÁ OBLIGADO A TRANSCRIBIRLOS.-  El hecho de que el Juez  Federal  no  transcriba en su fallo los conceptos de violación expresados en la demanda, no implica que haya infringido disposiciones de la Ley de Amparo, a la cual sujeta su actuación, pues no hay precepto alguno que establezca la obligación de llevar a cabo tal transcripción; además de que dicha omisión no deja en estado de indefensión al quejoso, dado que no se le priva de la oportunidad para recurrir la resolución y alegar lo que estime pertinente para demostrar, en su caso, la ilegalidad de la misma. ...”

No obstante lo anterior, previo a hacer un pronunciamiento al respecto ésta Primera Sala Unitaria, considera llevar a cabo un estudio integral de la demanda, con la finalidad de resolver la pretensión efectivamente planteada por parte del actor en su demanda de nulidad, puesto que la demanda constituye un todo y su análisis no sólo debe atender a su apartado de conceptos de anulación, sino a cualquier parte de ella donde se advierta la exposición de motivos esenciales de la causa de pedir, lo que implica el estudio de dicha demanda en su integridad y no en razón solamente de sus conceptos de anulación.

Sirve de apoyo a lo anterior, el criterio de jurisprudencia bajo el siguiente rubro y que se considera aplicable al caso que nos ocupa:

“DEMANDA EN EL JUICIO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO FEDERAL. SU EXAMEN NO SÓLO DEBE ATENDER A SU APARTADO DE CONCEPTOS DE ANULACIÓN, SINO A CUALQUIER PARTE DE ELLA DONDE SE ADVIERTA LA EXPOSICIÓN DE MOTIVOS ESENCIALES DE LA CAUSA DE PEDIR. Conforme al artículo 237 del Código Fiscal de la Federación, vigente hasta el 31 de diciembre de 2005 (correlativo del precepto 50 de la Ley Federal de Procedimiento Contencioso Administrativo), las Salas del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa deben resolver la pretensión efectivamente planteada en la demanda, pudiendo invocar hechos notorios e, incluso, examinar, entre otras cosas, los agravios, causales de ilegalidad y demás razonamientos de las partes. Consecuentemente, la citada demanda constituye un todo y su análisis no sólo debe atender a su apartado de conceptos de anulación, sino a cualquier parte de ella donde se advierta la exposición de motivos esenciales de la causa de pedir, con la finalidad de resolver la pretensión efectivamente planteada, pues el hecho de que las sentencias del referido tribunal se funden en derecho y resuelvan sobre la pretensión del actor que se deduzca de su demanda, implica el estudio de ésta en su integridad y no en razón de uno de sus componentes.”

QUINTO.- Previo a entrar al estudio de los conceptos de impugnación vertidos por la parte actora en el escrito de demanda, es necesario establecer si en el presente Juicio se actualiza alguna de las causales de improcedencia o sobreseimiento a que se refieren los artículos 228 y 229 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, que sirva de base para decretar total o parcialmente el sobreseimiento del Juicio, ya sea que lo hagan valer o no las partes; toda vez que se trata de cuestiones de orden público que se tienen que estudiar de oficio y, cuyo análisis es preferente al del fondo del asunto.

Bajo esa tesitura, se tiene que del estudio practicado al sumario, esta Sala Unitaria no advierte que existan causales de improcedencia o sobreseimiento que deban ser atendidas o examinadas de oficio, por lo que en seguida se procede al estudio de los conceptos de impugnación.

SEXTO.- Ahora bien, como ya se precisó en los considerandos anteriores, la resolución impugnada es la negativa ficta recaída a la petición de la hoy actora formulada mediante el escrito presentado el **********, ante la Dirección de Desarrollo Urbano y Catastro Municipal del Ayuntamiento de Mexquitic de Carmona, San Luis Potosí, mediante el cual solicitó que se le tuviera por reconocida la representación legal del C. ********** para actuar en su nombre, a efecto de que atendiera el diverso escrito presentado el ********** y, para ello exhibió la copia certificada del Instrumento Notarial Número **********, del Tomo **********, pasado ante la fe del Notario Público número ********** del Primer Distrito Judicial en el Estado, asimismo, se le informara “…por escrito todos y cada uno de los requisitos legales (…) debe atender a fin de que le sean autorizados dichos trabajos…”. Por lo que resulta pertinente señalar que de los artículos 20, 237, fracción I y 244 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, se infiere que una vez configurada la negativa ficta impugnada ante el Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, la autoridad sólo puede a través de la contestación a la demanda, dar los fundamentos y motivos en que se sostiene esa resolución negativa ficta.

De tal suerte, que la figura regulada en el artículo 20 del Código Procesal Administrativo para el Estado, no tiene como finalidad el que la autoridad resuelva expresamente la solicitud planteada (que dio lugar a la negativa ficta), pues ello abarcaría el campo del derecho de petición regulado por el artículo 8° Constitucional, sino considerar ya resuelta la instancia, pero en sentido negativo, para decidirse en juicio sobre la legalidad de lo ya resuelto.

Sirve de apoyo a lo anterior, por analogía, la Jurisprudencia 2a./J. 166/2006, emitida por la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, que establece:

Época: Novena Época 

Registro: 173737 

Instancia: Segunda Sala 

Tipo de Tesis: Jurisprudencia 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta 

Tomo XXIV, Diciembre de 2006 

Materia(s): Administrativa 

Tesis: 2a./J. 166/2006 

Página: 203 

“NEGATIVA FICTA. LA AUTORIDAD, AL CONTESTAR LA DEMANDA DE NULIDAD, NO PUEDE PLANTEAR ASPECTOS PROCESALES PARA SUSTENTAR SU RESOLUCIÓN. El artículo 37, primer párrafo, del Código Fiscal de la Federación establece la figura jurídica de la negativa ficta, conforme a la cual el silencio de la autoridad ante una instancia o petición formulada por el contribuyente, extendido durante un plazo ininterrumpido de 3 meses, genera la presunción legal de que resolvió de manera negativa, es decir, contra los intereses del peticionario, circunstancia que provoca el derecho procesal a interponer los medios de defensa pertinentes contra esa negativa tácita o bien, a esperar a que la autoridad dicte la resolución respectiva; de ahí que el referido numeral prevé una ficción legal, en virtud de la cual la falta de resolución por el silencio de la autoridad produce la desestimación del fondo de las pretensiones del particular, lo que se traduce necesariamente en una denegación tácita del contenido material de su petición. Por otra parte, uno de los propósitos esenciales de la configuración de la negativa ficta se refiere a la determinación de la litis sobre la que versará el juicio de nulidad respectivo del que habrá de conocer el Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa, la cual no puede referirse sino a la materia de fondo de lo pretendido expresamente por el particular y lo negado fíctamente por la autoridad, con el objeto de garantizar al contribuyente la definición de su petición y una protección más eficaz respecto de los problemas controvertidos a pesar del silencio de la autoridad. En ese tenor, se concluye que al contestar la demanda que se instaure contra la resolución negativa ficta, la autoridad sólo podrá exponer como razones para justificar su resolución las relacionadas con el fondo del asunto, esto es, no podrá fundarla en situaciones procesales que impidan el conocimiento de fondo, como serían la falta de personalidad o la extemporaneidad del recurso o de la instancia, toda vez que, al igual que el particular pierde el derecho, por su negligencia, para que se resuelva el fondo del asunto (cuando no promueve debidamente), también precluye el de la autoridad para desechar la instancia o el recurso por esas u otras situaciones procesales que no sustentó en el plazo legal.

Contradicción de tesis 91/2006-SS. Entre las sustentadas por el Segundo Tribunal Colegiado en Materia Civil del Tercer Circuito y el Tercer Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito. 27 de octubre de 2006. Mayoría de tres votos. Ausente: Juan Díaz Romero. Disidente: Genaro David Góngora Pimentel. Ponente: Sergio Salvador Aguirre Anguiano. Secretario: Eduardo Delgado Durán.

Tesis de jurisprudencia 166/2006. Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribunal, en sesión privada del veintidós de noviembre de dos mil seis.

Asimismo por analogía, resulta aplicable la Jurisprudencia 2a./J. 165/2006, cuyo rubro, contenido y datos de localización, son los siguientes:

Época: Novena Época 

Registro: 173738 

Instancia: Segunda Sala 

Tipo de Tesis: Jurisprudencia 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta 

Tomo XXIV, Diciembre de 2006 

Materia(s): Administrativa 

Tesis: 2a./J. 165/2006 

Página: 202 

“NEGATIVA FICTA. EL TRIBUNAL FEDERAL DE JUSTICIA FISCAL Y ADMINISTRATIVA NO PUEDE APOYARSE EN CAUSAS DE IMPROCEDENCIA PARA RESOLVERLA. En virtud de que la litis propuesta al Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa con motivo de la interposición del medio de defensa contra la negativa ficta a que se refiere el artículo 37 del Código Fiscal de la Federación, se centra en el tema de fondo relativo a la petición del particular y a su denegación tácita por parte de la autoridad, se concluye que al resolver, el mencionado Tribunal no puede atender a cuestiones procesales para desechar ese medio de defensa, sino que debe examinar los temas de fondo sobre los que versa la negativa ficta para declarar su validez o invalidez.”
Contradicción de tesis 91/2006-SS. Entre las sustentadas por el Segundo Tribunal Colegiado en Materia Civil del Tercer Circuito y el Tercer Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito. 27 de octubre de 2006. Mayoría de tres votos. Ausente: Juan Díaz Romero. Disidente: Genaro David Góngora Pimentel. Ponente: Sergio Salvador Aguirre Anguiano. Secretario: Eduardo Delgado Durán.

Tesis de jurisprudencia 165/2006. Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribunal, en sesión privada del veintidós de noviembre de dos mil seis.

En ese contexto, la autoridad demandada, al contestar la demanda, estaba obligada a dar los hechos y el derecho en que funda la negativa ficta configurada; sin embargo, en la especie, mediante acuerdo de veintidós de enero de dos mil veintiuno, se tuvo por precluído el derecho de la enjuiciada para contestar la demanda.
SÉPTIMO.- De esa guisa, esta Primera Sala Unitaria procede al análisis del Primer concepto de impugnación, en la parte en la que la actora manifiesta sustancialmente que la resolución negativa ficta es ilegal, al negar la autoridad fictamente una petición sin expresar los preceptos legales en que se funda, ni los motivos por los cuales le niega la expedición de autorización expresa para iniciar los trabajos de obra menor a realizarse en el predio de su propiedad, es decir, sin darle conocer los fundamentos legales en que se basa, así como de igual forma los motivos y razonamientos para tal efecto, por lo que no reúne dicha resolución los elementos y requisitos señalados en los artículos 164 y 165 del Código Procesal Administrativo para el Estado, contraviniendo lo dispuesto en los artículos 14 y 16 de la Constitución Federal.

Una vez analizado la parte relativa del concepto de impugnación antes precisado, esta Primera Sala Unitaria considera que el mismo es sustancialmente fundado y suficiente, para decretar la nulidad del acto que se combate, de conformidad con lo siguiente:

Primeramente, cabe precisar, que mediante el acuerdo admisorio de once de noviembre de dos mil veinte, se tuvo como acto impugnado únicamente la resolución negativa ficta recaída a la solicitud presentada el **********, ante la Dirección de Desarrollo Urbano y Catastro Municipal del Ayuntamiento de Mexquitic de Carmona, San Luis Potosí y, por cuanto hace a la manifestada negativa ficta ante la omisión de dar respuesta de fondo a la solicitud presentada ante a la referida autoridad con fecha **********, la misma resultó improcedente por extemporánea. Sin que dicho acuerdo haya sido recurrido por alguna de las partes, por lo que el mismo quedó firme.
Precisado lo anterior, conforme al artículo 16 de la Constitución Federal, en relación con el diverso 164, fracción V del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, todo acto de molestia que invada la esfera jurídica de los gobernados, debe reunir los requisitos de fundamentación y motivación, los cuales imponen a las autoridades la obligación de invocar los preceptos legales aplicables al caso, así como señalar, con precisión, las circunstancias especiales, razones particulares o causas inmediatas que se tomaron en consideración para emitir el acto, de manera que exista adecuación entre los motivos expresados y las normas que se aplicaron.

Al respecto, la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, sustentó la jurisprudencia con número de registro 238212, visible en la página 143 del tomo 97-102, Tercera Parte, del Semanario Judicial de la Federación, Séptima Época, que dice:

"FUNDAMENTACIÓN Y MOTIVACIÓN. De acuerdo con el artículo 16 de la Constitución Federal, todo acto de autoridad debe estar adecuada y suficientemente fundado y motivado, entendiéndose por lo primero que ha de expresarse con precisión el precepto legal aplicable al caso y, por lo segundo, que también deben señalarse, con precisión, las circunstancias especiales, razones particulares o causas inmediatas que se hayan tenido en consideración para la emisión del acto; siendo necesario, además, que exista adecuación entre los motivos aducidos y las normas aplicables, es decir, que en el caso concreto se configuren las hipótesis normativas."

De tal suerte, la exposición de las circunstancias especiales o causas inmediatas que se hayan tenido en cuenta para la emisión del acto de molestia, así como los preceptos legales aplicables al caso, garantizan que el afectado pueda conocer plenamente las razones en las que se funda el acto de autoridad, de manera que se encuentre en condiciones de defenderse adecuadamente.

En esa tesitura, como sostiene la impetrante la resolución negativa ficta impugnada, no reúne los requisitos de fundamentación y motivación que todo acto de autoridad que invada la esfera jurídica del gobernado debe satisfacer, pues como ya se dilucidó en el considerando que antecede, la autoridad demandada al contestar la demanda, estaba obligada a dar los hechos y el derecho en que funda la negativa ficta configurada, empero, mediante acuerdo de veintidós de enero de dos mil veintiuno, se tuvo por precluído el derecho de la enjuiciada para contestar la demanda. Por tanto, dicho acto controvertido contraviene lo dispuesto en el artículo 16 de la Constitución Federal, en relación con el diverso 164, fracción V del Código Procesal Administrativo para el Estado, ya que conforme a la jurisprudencia del Alto Tribunal de la Nación, los actos de autoridad se encuentran debidamente motivados cuando en ellos se señalan con precisión las circunstancias especiales, las razones particulares, o las causas inmediatas que al tomarse en consideración para emitir el acto, se adecuan a las hipótesis normativas que le sirvan de fundamento y al no satisfacerse en la especie dichos requisitos, en consecuencia, se actualiza la hipótesis de ilegalidad prevista en el artículo 250, fracción II del propio Código.
Ahora bien, en términos de lo dispuesto en el artículo 252, párrafo segundo, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, prevé que cuando se condene a la restitución de un derecho subjetivo violado o a la devolución de una cantidad, la Sala deberá previamente constatar el derecho del particular.

En el caso que nos ocupa, la actora en el escrito de petición de mérito, solicitó a la autoridad demandada que la tuviera por exhibiendo la copia certificada del Instrumento Notarial Número **********, del Tomo **********, de la Notaria Pública número ********** del Primer Distrito Judicial en el Estado, así como por acreditando la personalidad y representación legal del C. ********** para actuar en su nombre y, por tanto, atendiera el diverso escrito que le fue presentado el **********, en el cual solicito, entre otras cosas, la autorización expresa para circular su predio denominado “**********” de la **********, Municipio de Mexquitic de Carmona, S.L.P., con una barda de tabique a una altura máxima de 2.00m, así como el tapado e instalación de una fosa séptica dentro del mismo.
Al respecto, obra en autos a folios 013 al 019 el referido instrumento notarial en el que consta el Poder General para Pleitos y Cobranzas, Actos de Administración, Ejecución de Actos de Dominio, pero especial en cuanto a su objeto: “Predio (terreno baldío) denominado “**********”, de la **********, **********, San Luis Potosí”, que otorgó la C. ********** a favor del C. **********, mismo que adquiere valor probatorio pleno de acuerdo a lo dispuesto por el artículo 72 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, toda vez que se trata de un documento público, respecto del cual se advierte de autos que fue exhibió en copia certificada junto con el escrito de petición de mérito. Razón por la cual, es inconcuso que para efectos de la referida solicitud el C. ********** contaba con la representación legal para actuar a nombre de la hoy actora, pues dicho instrumento notarial constituye un documento idóneo para acreditar la personalidad y representación con que se ostentó ante la autoridad demandada a realizar la solicitud en cuestión.
En ese contexto, en virtud de que el acto impugnado (negativa ficta), en este caso se emitió por la autoridad en respuesta a una petición del particular, ello en razón de que en autos obra la petición que hizo valer la aquí impetrante, en consecuencia, ante tal petición del administrado la autoridad debe emitir un acto dando respuesta puntual y oportuna a lo planteado por él, pues de no ser así afecta las defensas del particular, al dejar sin respuesta al mismo.

Con base en lo anteriormente señalado y de conformidad con lo dispuesto por el artículo 251 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, resulta procedente declarar la NULIDAD de la resolución negativa ficta impugnada, que recayó a la solicitud presentada el **********, ante la Dirección de Desarrollo Urbano y Catastro Municipal del Ayuntamiento de Mexquitic de Carmona, San Luis Potosí, mediante el cual la hoy actora solicitó se le tuviera por reconocida la representación legal del C. ********** para actuar en su nombre, a efecto de que se atendiera el diverso escrito presentado el **********; en virtud de que se ha justificado que la misma fue emitida en contravención al principio de legalidad tutelado por el artículo 16 de la Constitución  Federal, en relación con el diverso 164, fracción V del propio Código, toda vez que dicha resolución carece fundamentación y motivación legal, por los razonamientos anteriormente expuestos, por lo que se actualiza la causal de ilegalidad prevista en la fracción II del artículo 250 del mismo ordenamiento legal.

En este sentido, para EFECTOS del artículo 252 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, con el fin de restituir a la actora en el goce de los derechos que le fueron indebidamente desconocidos, se ordena a la autoridad demandada la Dirección de Desarrollo Urbano y Catastro Municipal del Ayuntamiento de Mexquitic de Carmona, San Luis Potosí, una vez que cause estado esta sentencia definitiva, emita una resolución expresa en la que subsane las irregularidades cometidas en perjuicio de la demandante, sujetándose a las consideraciones del presente fallo, para lo cual deberá emitir un pronunciamiento debidamente fundado y motivado con relación a la petición formulada en el escrito presentado ante ella el **********de mérito, sin soslayar que la actora acreditó la representación del C. ********** para actuar como su apoderado legal en la solicitud en cuestión, por lo que con libertad de jurisdicción proceda a resolver la diversa solicitud presentada con fecha ********** y, en su caso, como lo solicita la impetrante, se le informe de todos y cada uno de los requisitos legales que debe atender a fin de que le sean autorizados los trabajos peticionados.
Lo anterior, para que la actora conozca con certeza jurídica el mérito de la decisión y, en su caso, pueda entablar una debida defensa.

Sirven de criterio orientador, las tesis de jurisprudencia que a continuación se transcriben:

Novena Época, Registro: 194664, Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito, Jurisprudencia, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta,  IX, Febrero de 1999, , Materia(s): Administrativa, Tesis: VIII.2o. J/24, Página:   455

“SENTENCIAS DEL TRIBUNAL FISCAL DE LA FEDERACIÓN, CUANDO LA VIOLACIÓN ADUCIDA IMPLICA UN ESTUDIO DE FONDO, LA NULIDAD SERÁ LISA Y LLANA, EN CAMBIO, CUANDO SE TRATA DE VICIOS FORMALES, LA NULIDAD SERÁ PARA EFECTOS. En términos de lo dispuesto por los artículos 238 y 239 del Código Fiscal de la Federación, las sentencias del Tribunal Fiscal de la Federación pueden declarar la nulidad lisa y llana del acto impugnado o para efectos. La nulidad lisa y llana, que se deriva de las fracciones I y IV del artículo 238 invocado, se actualiza cuando existe incompetencia de la autoridad, que puede suscitarse tanto en la resolución impugnada como en el procedimiento del que deriva; y cuando los hechos que motivaron el acto no se realizaron, fueron distintos o se apreciaron en forma equivocada, o bien, se dictó en contravención de las disposiciones aplicables o dejó de aplicar las debidas. En ambos casos, implica, en principio, que la Sala Fiscal realizó el examen de fondo de la controversia. En cambio, las hipótesis previstas en las fracciones II, III y V del precepto legal de que se trata, conllevan a determinar la nulidad para efectos, al establecer vicios formales que contrarían el principio de legalidad, pero mientras que la fracción II se refiere a la omisión de formalidades en la resolución administrativa impugnada, inclusive la ausencia de fundamentación y motivación en su caso, la fracción III contempla los vicios en el procedimiento del cual derivó dicha resolución, vicios que bien pueden implicar también la omisión de formalidades establecidas en las leyes, violatorias de las garantías de legalidad, pero que se actualizaron en el procedimiento, es decir, en los antecedentes o presupuestos de la resolución impugnada. En el caso de la fracción V, que se refiere a lo que la doctrina reconoce como "desvío de poder", la sentencia tendrá dos pronunciamientos, por una parte implica el reconocimiento de validez del proveído sancionado y por otra supone la anulación del proveído sólo en cuanto a la cuantificación de la multa que fue realizada con abuso de poder, por lo que la autoridad puede imponer un nuevo proveído imponiendo una nueva sanción. Así, de actualizarse los supuestos previstos en las fracciones I y IV del artículo 238 del Código Fiscal de la Federación, que implica el estudio de fondo del asunto, la nulidad debe declararse en forma lisa y llana, lo que impide cualquier actuación posterior de la autoridad; en cambio, si se trata de los casos contenidos en las fracciones II y III y en su caso V del artículo en comento, que contemplan violaciones de carácter formal, la nulidad debe ser para efectos, la cual no impide que la autoridad pueda ejercer nuevamente sus facultades, subsanando las irregularidades y dentro del término que para el ejercicio de dichas facultades establece la ley.”
SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO DEL OCTAVO CIRCUITO.

Época: Novena Época, Registro: 195590, Instancia: Segunda Sala, Tipo de Tesis: Jurisprudencia, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Tomo VIII, Septiembre de 1998, Materia(s): Común, Tesis: 2a./J. 67/98, Página: 358 

“FUNDAMENTACIÓN Y MOTIVACIÓN. EL EFECTO DE LA SENTENCIA QUE AMPARA POR OMISIÓN DE ESAS FORMALIDADES, ES LA EMISIÓN DE UNA RESOLUCIÓN NUEVA QUE PURGUE TALES VICIOS, SI SE REFIERE A LA RECAÍDA A UNA SOLICITUD, INSTANCIA, RECURSO O JUICIO. Los efectos de una ejecutoria de amparo que otorga la protección constitucional por falta de fundamentación y motivación de la resolución reclamada son los de constreñir a la autoridad responsable a dejarla sin efectos y a emitir una nueva subsanando la irregularidad cometida, cuando la resolución reclamada se haya emitido en respuesta al ejercicio del derecho de petición o que resuelva una instancia, recurso o juicio, ya que en estas hipótesis es preciso que el acto sin fundamentación y motivación se sustituya por otro sin esas deficiencias pues, de lo contrario, se dejaría sin resolver lo pedido.”
Sin que pase inadvertido la pretensión de la actora, consistente en que este Tribunal deberá emitir una “…sentencia en la que se autorice expresamente el inicio de los trabajos de obra menor de construcción a realizar en el predio (…), consistente en una barda perimetral del predio con una altura máxima de dos metros de altura, así como el tapado de una fosa séptica e instalación de otra, dentro del referido predio…”; sin embargo, como se precisó en párrafos precedentes, mediante el acuerdo admisorio de once de noviembre de dos mil veinte, por cuanto hace a la diversa manifestada negativa ficta ante la omisión de dar respuesta de fondo a la solicitud presentada ante la autoridad demandada con fecha **********, la misma fue improcedente por extemporánea, sin que dicho acuerdo haya sido recurrido por alguna de las partes, por lo que el mismo quedó firme; de ahí que dicha pretensión de la enjuiciante sea inoperante por inatendible, pues la misma no fue materia de litis en el presente juicio.
Por lo expuesto y con fundamento en los artículos 249, 250, fracción II, 251, 252, 253 y 256 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, es de resolverse y se RESUELVE:

PRIMERO.- Esta Primera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, resultó competente para conocer y resolver el presente juicio.

SEGUNDO.- La parte actora probó parcialmente su pretensión, en consecuencia;

TERCERO.- Se declara la NULIDAD de la resolución negativa ficta impugnada, precisada en el Resultando I., por los motivos expuestos en la parte considerativa del presente fallo, y PARA LOS EFECTOS precisados en la parte final del Considerando Séptimo de esta resolución.

CUARTO.- Notifíquese personalmente a la parte actora y mediante oficio a la autoridad demandada.

ASÍ, lo resolvió y firma la Magistrada Titular de la Primera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, Licenciada MA. EUGENIA REYNA MASCORRO, quien actúa con el Secretario de Acuerdos, Licenciado ANTONIO MARTÍNEZ PORTILLO, que autoriza y da fe.- CONSTE.

Se suprimen datos personales por tratarse de información confidencial de particulares cuyo resguardo y protección está a cargo del Tribunal de lo Contencioso Administrativo del Estado; con motivo del ejercicio de sus funciones jurisdiccionales y administrativos que realiza conforme al ámbito de su competencia, de acuerdo a lo previsto en los artículos 3° fracción XI, XVII, XXVIII y XXXVII, 23, 82, 84 fracción XLIII, 87 fracción III, 138 y noveno transitorio de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de San Luis Potosí.
� Época: Novena Época, Registro: 166683, Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito, Tipo de Tesis: Jurisprudencia, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Tomo XXX, Agosto de 2009, Materia(s): Administrativa, Tesis: I.7o.A. J/46, Página: 1342.





